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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

Mediante un recurso de apelación presentado el 5 de agosto 

de 2019, comparece el Sr. Virgilio Valentín Ortiz (en adelante, el 

señor Valentín Ortiz o el apelante).  Nos solicita que revoquemos una 

Sentencia dictada el 16 de julio de 2019 y notificada el 24 de julio 

de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia (en adelante, TPI), 

Sala de San Juan.  Por medio del dictamen apelado, el TPI declaró 

No Ha Lugar la Querella incoada por el apelante en contra de la 

Autoridad Metropolitana de Autobuses (en adelante, la AMA o la 

apelada).  

Por los fundamentos que expresamos a continuación, se 

confirma la Sentencia apelada. 

I. 

El 9 de abril de 2018, el señor Valentín Ortiz presentó una 

Querella sobre despido injustificado y discrimen en contra de la 

AMA, a tenor del procedimiento sumario que provee la Ley Núm. 2 

de 17 de octubre de 1961, según conocida como Ley Sumaria de 
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Reclamaciones Laborales, 32 LPRA sec. 3118 et seq., según 

enmendada.  En la misma, alegó que había rendido servicios a la 

AMA como conductor del área de programación en el pueblo de 

Cataño, desde el 19 de junio de 2000 y mediante un contrato sin 

tiempo determinado.  Aseguró haber devengado como sueldo una 

suma de $31,102.47 para el año 2016, incluyendo, salarios e 

incentivos, más seguro médico, bono de navidad y vacaciones.  El 

señor Valentín Ortiz manifestó que fue despido el 16 de diciembre 

de 2016, sin causa justificada y por razones de salud.  Arguyó que 

la AMA discriminó en su contra en violación a los términos y 

condiciones que exigen proveer acomodo razonable, al amparo de la 

Ley Núm. 44 de 2 de julio de 1985, según conocida como Ley para 

Prohibir el Discrimen Contra las Personas con Impedimentos 

Físicos, Mentales o Sensoriales, 1 LPRA sec., 501 et seq., según 

enmendada, toda vez que había sufrido una condición 

cerebrovascular.   

El señor Valentín Ortiz explicó que alrededor del 16 de 

septiembre de 2016, solicitó que se le brindara acomodo razonable 

por ser una persona con impedimento y estar cualificado para llevar 

a cabo las funciones básicas del trabajo.  Indicó que, por medio de 

la unión, Trabajadores Unidos de la Autoridad Metropolitana de 

Autobuses (en adelante, TUAMA), solicitó que se le otorgara un 

acomodo razonable cambiándolo de posición al Área de 

Mantenimiento.  Así pues, argumentó que, luego de dos (2) semanas 

sin asignarle responsabilidades específicas, se le había tratado de 

forma desigual en comparación con otros empleados que, al haber 

quedado incapacitados por condiciones de la vista, los reasignaron 

a áreas de combustible, jardinería, lavado, mantenimiento o 

estacionando vehículos.  Además, afirmó que la AMA no comenzó el 

proceso interactivo requerido para evaluar si era posible conceder el 
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remedio solicitado, toda vez que tal acomodo no constituía un 

esfuerzo extremadamente oneroso para el patrono.   

Finalmente, el señor Valentín Ortiz adujo que el despido le 

provocó daños consistentes en salarios, incentivos y beneficios 

dejados de percibir.  Asimismo, aseguró que, como consecuencia del 

discrimen sufrido, ha padecido angustias mentales, valoradas en 

una suma no menor de $75,000.00.  Por último, se amparó en los 

remedios que le concede la Ley Núm. 100 de 30 de junio de 1959, 

según conocida como Ley Contra el Discrimen, 29 LPRA sec. 146 et 

seq., según enmendada. 

Por su parte, el 25 de abril de 2018, la AMA presentó su 

Contestación a Demanda en la que negó el salario devengado y 

alegado por el señor Valentín Ortiz, y las alegaciones de discrimen 

esgrimidas en su contra.  Afirmó que el señor Valentín Ortiz fue 

referido a una evaluación médica ocupacional, después de la que se 

determinó que este se encontraba inhabilitado física y mentalmente 

para desempeñar cualquiera de las funciones de un empleado 

conductor, con o sin acomodo.  Indicó que, como consecuencia, el 

señor Valentín Ortiz fue cesanteado al amparo del Artículo 15, 

sección 15.5(c)(4), del Reglamento de Personal de la Autoridad.  

Además, la AMA aseguró que lo solicitado por el señor Valentín 

Ortiz, no constituía un acomodo, pues el reubicarlo hacia otra área 

donde pueda ejercer las funciones básicas de su puesto, en efecto, 

no procedía por recomendación médica.  

De igual forma, la AMA afirmó que, mientras se realizaban las 

evaluaciones y procedimientos correspondientes a la solicitud, al 

señor Valentín Ortiz se le otorgó una inclusión efectiva en el entorno 

laboral, conforme a su condición médica.  La AMA manifestó que el 

20 de octubre de 2016, citó al señor Valentín Ortiz para una vista 

informal con el propósito de que argumentara las razones por las 

cuáles no procedía su cesantía.  La vista se celebró el 17 de 
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noviembre de 2016.  Con posterioridad, el 18 de enero de 2018, se 

celebró otra vista ante el Comité de Queja y Agravio de la Autoridad.  

En desacuerdo, por medio de la TUAMA, se elevó el reclamo del 

señor Valentín Ortiz ante la consideración del Negociado de 

Conciliación y Arbitraje del Departamento del Trabajo, el cual 

notificó el cierre con perjuicio y archivo del caso en el foro de 

arbitraje el 7 de marzo de 2018, según solicitado por TUAMA el 5 de 

marzo de 2018, debido a la cesantía del señor Valentín Ortiz.  Así 

pues, afirmó que el apelante había presentado una querella ante la 

Comisión de Igualdad de Oportunidades de Empleo de los Estados 

Unidos, la que fue denegada, ya que las alegaciones no constituían 

impedimentos de conformidad con el estatuto federal, Americans 

with Disabilities Act, 42 USC §§12101 et seq., (en adelante, ley ADA).  

Finalmente, la AMA negó las alegaciones de pérdidas pecuniarias y 

daños sufridos esbozadas por el aquí apelante. 

Transcurridos varios asuntos procesales y presentado el 

Informe de Conferencia con Antelación al Juicio, en la vista a tales 

efectos, el TPI declaró No Ha Lugar una solicitud de desestimación 

por prescripción presentada por la AMA y señaló la celebración del 

juicio en su fondo para el 30 de enero de 2019.1 

Al comienzo de la celebración del juicio en su fondo, se 

admitieron los siguientes documentos como Exhibits por 

estipulación:2 

(1) Exhibit I por estipulación: Certificado Médico del 15 
de septiembre de 2016 del Dr. Rubén J. Santiago 

Lugo. 
 

(2) Exhibit II por estipulación: Cuestionario titulado 

Solicitud-Acomodo Razonable de 19 de octubre de 

2016, junto a hoja de deberes del puesto de 

conductor presentado el 20 de octubre de 2016. 

 
1 Véase, Apéndice VI del recurso de apelación, Minuta-Resolución del 13 de 
septiembre de 2018 y notificada el 19 de septiembre de 2018, págs. 29-32. 
2 Véanse, Apéndices XIII-XVIII del recurso de apelación, Exhibits I-VI Estipulados, 

págs. 87-100. 
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(3) Exhibit III por estipulación: Carta de Intención de 
Cesantía de 20 de octubre de 2016, dirigida al Sr. 

Virgilio Valentín de la AMA. 
 

(4) Exhibit IV por estipulación: Carta de Cesantía de 16 
de diciembre de 2016, dirigida al Sr. Virgilio Valentín 
de la AMA. 

 
(5) Exhibit V por estipulación: Charge of Discrimination 

del Sr. Virgilio Valentín de 20 de enero de 2017. 
 

(6) Exhibit VI por estipulación: Dismissal and Notice of 

Rights al Sr. Virgilio Valentín de 21 de abril de 2017. 

Como prueba del apelante, se admitieron en evidencia, los 

documentos que detallamos:3 

(1) Exhibit 1 de la parte querellante: Apelación ante el 

Presidente de la AMA con fecha de 12 de enero de 

2017, por el Sr. Virgilio Valentín. 

 

(2) Exhibit 2 de la parte querellante: W-2 del Sr. Virgilio 

Valentín para el año 2016. 

De otra parte, como prueba de la apelada, se admitieron en 

evidencia, los documentos que se desglosan a continuación:4 

(1) Exhibit 1 de la parte querellada: Acta del Comité de 

Queja y Agravios de la Autoridad Metropolitana de 
Autobuses con fecha del 18 de enero de 2017. 
 

(2) Exhibit 2 de la parte querellada: Comunicación de 7 

de marzo de 2018 del Negociado de Conciliación y 

Arbitraje con relación a la reclamación del Sr. 

Virgilio Valentín.5 

Además, como testigos del apelante, se presentó testimonio 

del propio señor Valentín Ortiz.  Por su parte, la AMA presentó como 

testigo a la Sra. Joseline Izquierdo Valle, quien fuera la Directora de 

Capital Humano de la AMA.  El 5 de marzo de 2019, continuó el 

juicio en su fondo con la presentación del médico internista, Dr. 

Rubén Santiago Lugo, por parte de la apelada, testimonio que 

culminó el 26 de abril de 2019.  Finalizada la celebración del juicio 

en su fondo, el TPI otorgó término para la presentación por ambas 

partes de memorandos de hechos probados y de derecho. 

 
3 Véase, Apéndices XIX-XXI del recurso de apelación, págs.101-103. 
4 Véase, Apéndice XXII del recurso de apelación, págs. 104-105. 
5 Véase, además, Apéndice VIII del recurso de apelación, Registro General de 
Evidencia Presentada de 30 de enero de 2019, págs. 34-38. 
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El 24 de mayo de 2019, el apelante presentó su Memorando 

en Torno a Juicio.  En síntesis, argumentó que la AMA nunca 

cumplió con el proceso interactivo exigido para analizar si procedía 

conceder o no, el remedio solicitado por el señor Valentín Ortiz.  

Como consecuencia, indicó que la AMA incumplió con el deber de 

justificar su cesantía, por lo que se activaban todas las presunciones 

dispuestas en la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

conocida como Ley de Despido Injustificado, 29 LPRA sec. 185a et 

seq., según enmendada, al igual que la presunción de 

discriminación al amparo de la Ley Núm. 100, supra. 

Por su parte, el 30 de mayo de 2019, la AMA presentó su 

Memorando de Derecho, en el que argumentó que no todo 

impedimento cualifica a un empleado bajo las disposiciones de la ley 

ADA o bajo la Ley Núm. 44, supra.  Explicó que, para ser acreedor 

de un acomodo razonable al amparo de la legislación pertinente, se 

debía demostrar que la persona puede llevar a cabo las funciones 

esenciales de su puesto, con o sin el acomodo razonable, y que la 

incapacidad limitaba realizar actividades mayores de la vida diaria.  

Como ejemplos, mencionó que, entre las limitaciones a actividades 

mayores de la vida diaria, se encuentran, el caminar, ver, oír y llevar 

a cabo actividades manuales.  Como consecuencia, aceptó que el 

apelante padecía de una condición médica, pero alegó que dicha 

condición, física y mental, le inhabilitaron para conducir.  A su vez, 

arguyó que no existía forma de proveerle un acomodo razonable para 

que permaneciera en el puesto de conductor en la AMA. 

Así las cosas, el 16 de julio de 2019, notificada el 24 de julio 

de 2019, el TPI emitió una Sentencia en la cual declaró No Ha Lugar 

la Querella presentada.  En esencia, el foro primario determinó que, 

luego de una evaluación exhaustiva de la prueba testifical y 

documental vertida durante el juicio en su fondo, el apelante no 

cualificaba para la definición de persona con limitaciones físicas, 
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mentales o sensoriales, a tenor con lo provisto en la Ley Núm. 44, 

supra, y la ley ADA.  Además, estableció que el señor Valentín Ortiz 

se encontraba impedido de cumplir funciones esenciales de un 

conductor.  Por lo tanto, el foro a quo sostuvo que no cumplía con 

los requisitos para que se le proveyera un acomodo razonable.  A su 

vez, el TPI añadió que el apelante no presentó prueba de discrimen 

a la luz de los criterios establecidos en la Ley Núm. 100, supra. 

En la Sentencia apelada, el TPI realizó las siguientes 

determinaciones de hechos, las cuales transcribimos in extenso a 

continuación: 

1. El querellante trabajaba como empleado regular 

unionado en un puesto de conductor de ruta regular 
en el área de Programación Intermodal de la AMA.  
El 16 de septiembre de 2016, solicitó a través de su 

Unión6 que se le brindara acomodo razonable por 
motivos de salud y considerara un cambio de 
posición al Área de Mantenimiento. 

 
2. La AMA tiene establecido un procedimiento 

interactivo que se utiliza en los casos de solicitud de 
acomodo razonable para determinar si procede 
concederlo.  La Oficina de Gerencia de Capital 

Humano llevó a cabo este procedimiento.  En 
consecuencia, proveyó al querellante el documento 

de varias páginas titulado “Solicitud de Acomodo 
Razonable” con las consabidas instrucciones de 
completar la parte reservada a los empleados 

solicitantes de acomodo y luego, lo entregara a su 
médico, para que este completara la parte del 
documento reservada y requerida a los galenos.  El 

querellante cumplió con los solicitado por la Oficina 
de Gerencia de Capital Humano. 

 
3. En el cuestionario, el querellante estableció que 

después de un accidente cardiovascular, su rapidez 

y movimientos son más lentos, pero podía 
desempeñar otra labor. 

 

4. El 8 de octubre de 201[6] el Dr. Rubén J. Santiago 
Lugo, médico del querellante y especialista en 

medicina interna, consignó en su parte del 
cuestionario provisto por la AMA, que el querellante 
tenía una condición incapacitante tanto física como 

mental, que presentaba problemas con su 
coordinación motora; disminución de su capacidad 

cognoscitiva e incapacidad de reaccionar y coordinar 
movimientos.  Indicó, además, que el querellante no 
estaba apto para ejecutar las funciones y requisitos 

 
6 Nota al calce en el original: 

Trabajadores Unidos de la Autoridad Metropolitana de Autobuses (TUAMA). 
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físicos de su puesto de conductor según definidas 
(os) en la especificación del puesto que se anejó al 

documento interactivo de solicitud de acomodo 
razonable. 

 
5. Al requerírsele que enumerara las funciones que 

podían resultar en situaciones de riesgo, el Dr. 

Santiago Lugo estableció que al conducir el autobús 
el querellante ponía en riesgo a pasajeros y a 
conductores, específicamente podría provocar 

accidentes, pérdida de vidas y heridos.  Que debía 
ser separado del trabajo de conductor lo antes 

posible. 
 
6. Por último, se solicitó a través del formulario que 

describiera y recomendara cualquier acomodo que 
pudiera colocar al querellante en posición de 

ejecutar las funciones de su puesto.  El doctor 
respondió y recomendó se le asignara trabajo de 
oficina donde no tuviera que coordinar movimientos.7 

 
7. El 20 de octubre el Lcdo. Héctor Iván Santos 

entonces presidente y gerente general de la AMA, 
notificó al querellante de su intención de cesantearlo 
de su puesto por incapacidad física y mental para 

desempeñar las funciones de su puesto.  Le advirtió 
de su derecho a solicitar una vista administrativa 

informal con el propósito de que el querellante 
mostrara las razones, si alguna, por la cuales no 
debía ser cesanteado.8 

 
8. La vista informal se llevó a cabo el 20 de octubre de 

2016.  Fue presidida por la señora Izquierdo Valle. 
El querellante compareció asistido y representado 
por el Sr. José López Fonseca, Vicepresidente de la 

TUAMA.  Finalizada la vista el representante sindical 
solamente solicitó que se considerara un traslado a 

otro puesto que [no] se requiera conducir.  Procede 
señalar que durante su interrogatorio el querellante 
expresó que se mantuvo fuera de la reunión 

celebrada entre su representante sindical y la señora 
Izquierdo Valle; que, al culminar la reunión, que fue 
corta, el señor López Fonseca le intimó que no tenía 

caso. 
 

9. El 1ro de diciembre de 2016 la señora Izquierdo Valle 
rindió al presidente y gerente general un informe 
sobre la vista informal.  Basándose primordialmente 

en el informe del doctor Santiago Lugo, recomendó 
la cesantía por incapacidad física.9 

 
10. El 5 de enero de 2017 le fue entregada al querellante 

la carta de fecha 16 de diciembre suscrita por el 

presidente y gerente general a través de la cual fue 

 
7 Nota al calce en el original: 

Exh. 2. Estipulado. Cuestionario “Solicitud de Acomodo Razonable” con hoja de 

deberes, completado; págs. 4-9. 
8 Nota al calce en el original: 
Exh. 3 Carta de Intención de cesantía, Estipulado. 
9 Nota al calce en el original: 

Id. 1. Parte querellada. Informe sobre Vista Informal. Estipulado. 
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notificado sobre su cesantía a partir del 20 de enero 
por incapacidad física y mental.  Se le advirtió de su 

derecho de apelar dicha determinación a través de 
los mecanismos establecidos en el convenio y 

aplicables a su unidad apropiada.10 
 
11. De dicha determinación, surge de la prueba que el 

querellante acudió ante varios foros, a saber: 
  

Comité de Quejas y Agravios de la 

AMA/TUAMA que es un foro interno 
provisto por el Convenio Colectivo y en el 

cual están representadas las dos partes.  La 
disposición final no fue favorable al 
querellante, puesto que el 19 de enero de 

2017 el Comité, al amparo de la Sección 
15.5, inciso c (4) del Artículo 15 del 

Reglamento de Personal de la AMA 
confirmó por unanimidad la cesantía.11 

 

Comisión de Igual Oportunidades de 
Empleo (Equal Employment Opportunity 
Commission) (EEOC), querella radicada el 

mismo día de su cesantía basada en 
discrimen por incapacidad.12  Alegó haber 

sido discriminado debido a su impedimento 
en violación al American With Disabilities 
Act (ADA).  El 21 de abril de 2017 la EEOC 

desestimó la querella.  Indicó al querellante 
que lo expresado en su alegación no 
constituía una violación por impedimento 

pues: “Your allegation did not involve a 
disability as defined by the American with 

Disabilities Act”. Es decir, que su 
planteamiento no recogía un impedimento 
según definido por la ley ADA.13 

 
Negociado de Conciliación y Arbitraje del 

Departamento del Trabajo (Querella por 
despido). Caso Núm. A-17-1873. Caso 
retirado por la Unión, la cual indicó al 

Negociado lo siguiente: “Dicha petición es 
debido a que luego de reunión con el 
querellante entendieron no hay caso”.14  La 

Árbitro Yolanda Cotto Rivera determinó el 
cierre y archivo del caso y expresó que: 

“conforme a la petición de la Unión TUAMA, 
por conducto de su representante, Sr. José 
López Fonseca, se ordena el cierre con 

 
10 Nota al calce en el original: 

Exh. 4. Carta de Cesantía. 
11 Nota al calce en el original: 

Exh. 1 Parte querellada. Acta del Comité de Quejas y Agravios de fecha 18 de 

enero de 2017. 
12 Nota al calce en el original: 

Exh. 5. Estipulado. Charge of Discrimination. 
13 Nota al calce en el original: 
Exh. 6. Estipulado. Dismissal Notice de fecha 21 de abril de 2017. 
14 Id. 2. Parte querellada. Comunicación de TUAMA al Negociado de Conciliación 

y Arbitraje.  
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perjuicio y archivo del caso de referencia en 
el foro de Arbitraje.”15  

 

Inconforme con la determinación anterior, el 5 de agosto de 

2019, el apelante instó el recurso de apelación de epígrafe en el que 

adujo que el TPI cometió los siguientes errores: 

Erró el TPI al trasladar, en contra de la Ley 80, el peso 
de la prueba, sin el patrono presentar ni existir un solo 
documento de haber cumplido con el proceso 

interactivo por impedimento, activadas todas las 
presunciones aplicables en su contra y por lo tanto 
tampoco rebatió la presunción de discrimen. 

 
Erró el TPI al considerar prueba que no fue presentada, 

al apreciar y excluir erróneamente prueba pertinente e 
ignorando la obligación por convenio de considerar otra 
posición para concluir contrario a derecho que no se 

presentó prueba de discrimen. 
 

Luego de culminados varios asuntos procesales conducentes 

al perfeccionamiento del recurso ante nos, el 16 de octubre de 2016, 

el apelante presentó, exclusivamente, la transcripción del 

contrainterrogatorio realizado a la Sra. Joseline Izquierdo Valle 

durante la celebración del juicio en su fondo.  Debido a que la 

apelada no tuvo objeción alguna a la transcripción de la prueba oral 

presentada, el 27 de noviembre de 2019, el apelante presentó el 

Alegato Suplementario del Apelante.  Por su parte, la apelada instó 

el Alegato de la Parte Apelada.  

Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes de 

epígrafe y la transcripción de parte de la prueba oral vertida en 

juicio, procedemos a exponer el derecho aplicable a la controversia 

que se encuentra ante nuestra consideración.   

II. 

A. 

 Desde el año 1985, nuestro ordenamiento jurídico cuenta con 

la Ley Núm. 44 de 2 de julio de 1985, según conocida como Ley para 

Prohibir el Discrimen Contra las Personas con Impedimentos 

 
15 Nota al calce en el original: 

Exh. 2. De la Querellada. Determinación de la Árbitro. 
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Físicos, Mentales o Sensoriales, 1 LPRA sec. 501 et seq., según 

enmendada.  Esta legislación se aprobó con el propósito de 

garantizar un trato igual y prohibir el discrimen contra las personas 

que pudieran padecer algún impedimento físico o mental.  Véase, 

Exposición de Motivos de la Ley Núm. 44, supra. 

 De otra parte, el estatuto federal, Americans with Disabilities 

Act, 42 USC §§ 12101 et seq., fortaleció la protección a las personas 

con impedimentos, exigiendo a todo patrono proveer un acomodo 

razonable en el lugar de trabajo.  Ríos v. Cidra Mfg. Oper. of P.R., 

Inc., 145 DPR 746, 749 (1998).  A través de los años, la Ley Núm. 

44, supra, ha sufrido enmiendas con el fin de atemperar nuestra 

legislación con la ley ADA.  Id.; Rivera Flores v. Cía. ABC,138 DPR 1 

(1995). 

 Así pues, actualmente, el Artículo 1 de la Ley Núm. 44, supra, 

en lo pertinente, establece que: 

(b) “Acomodo razonable” Significará el ajuste lógico 

adecuado o razonable que permite o faculta a una 
persona cualificada para el trabajo, con limitaciones 

físicas, mentales o sensoriales ejecutar o 
desempeñar las labores asignadas a una descripción 
o definición ocupacional.  Incluye ajustes en el área 

de trabajo, construcción de facilidades físicas, 
adquisición de equipo especializado, proveer lectores, 
ayudantes, conductores o intérpretes y cualquier otra 

acción que razonablemente le facilite el ajuste a una 
persona con limitaciones físicas, mentales o sensoriales 

en su trabajo y que no representa un esfuerzo 
extremadamente oneroso en términos económicos.  

Significará, además, la adaptación, modificación, 

medida o ajuste adecuado o apropiado que deben llevar 
a cabo las instituciones privadas y públicas para 
permitirle o facultarle a la persona con impedimento 

cualificada a participar en la sociedad e integrarse a ella 
en todos los aspectos, inclusive, trabajo, instrucción, 

educación, transportación, vivienda, recreación y 
adquisición de bienes y servicios. 

[...] 

(d) “Persona con impedimentos físicos, mentales o 
sensoriales” Significará toda persona con un 

impedimento de naturaleza motora, mental o 
sensorial, que le obstaculice o limite su inicio o 
desempeño laboral, de estudios o para el disfrute pleno 

de la vida y que está cualificada para llevar a cabo las 
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funciones básicas de ese trabajo o área de estudio, 
con o sin acomodo razonable.  

Se entenderá, además, que es una persona con 
impedimentos bajo la protección de esta ley, toda 

aquella persona cuyo impedimento le limite 
sustancialmente su desempeño en una o más 
actividades principales del diario vivir; que la persona 

tenga un historial previo de esa condición o se le 
considere como que tiene dicho impedimento aún 
cuando no lo tiene.  

Para los propósitos de esta ley se considerará como 
impedimento sensorial aquel que afecte 

sustancialmente, la audición, visión, tacto, olfato y el 
habla.  
 

[…] 
 

 (e) “Persona con limitaciones físicas, mentales o 
sensoriales cualificadas” Significará una persona con 
impedimento quien, con o sin acomodo razonable 

está capacitada para desempeñar las tareas 
esenciales de una ocupación en el empleo que 
mantiene, retiene o solicita, y pueda e interesa 

participar en todas las actividades de naturaleza 
económica y cívico-social del quehacer diario.  

 
Para los propósitos de esta ley se le dará consideración 
al juicio del patrono en términos de qué funciones son 

esenciales. Si un patrono ha preparado una descripción 
escrita del trabajo antes de anunciar la posición tal 
descripción se considerará como evidencia de las 

funciones esenciales del trabajo. […] (Énfasis nuestro) 

 Es decir, si la persona cualifica bajo los términos y 

disposiciones de este estatuto, se amplían sus oportunidades de 

empleo y, a su vez, se prohíbe el discrimen en su contra en el 

ambiente laboral.  Por supuesto, tal acomodo no puede representar 

un esfuerzo económico extremadamente oneroso para el patrono.  

Artículo 9 de la Ley Núm. 44, supra. 

B. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha puntualizado 

reiteradamente que los tribunales apelativos no debemos intervenir 

con la apreciación de la prueba, la adjudicación de credibilidad o las 

determinaciones de hechos de los tribunales de primera instancia. 

E.L.A. v. S.L.G. Negrón-Rodríguez, 184 DPR 464, 486 (2012); Serrano 

Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007).  
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La Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V R. 42.2, 

expresamente dispone que las determinaciones de hechos de los 

tribunales de instancia basadas en testimonio oral, no se dejarán 

sin efecto a menos que sean claramente erróneas y que se debe dar 

consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal sentenciador 

para juzgar la credibilidad de los testigos.  Esta deferencia hacia el 

foro primario responde al hecho de que el juez sentenciador es el 

que tiene la oportunidad de recibir y apreciar toda la prueba oral 

presentada, de escuchar la declaración de los testigos y evaluar su 

demeanor y confiabilidad.  Suárez Cáceres v. Com. Estatal 

Elecciones, 176 DPR 31, 67 (2009); López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 

119, 135 (2004).  

El juez, ante quien declaran los testigos, es quien tiene la 

oportunidad de verlos y observar su manera de declarar, apreciar 

sus gestos, titubeos, contradicciones y todo su comportamiento 

mientras declaran; factores que van formando gradualmente en su 

conciencia la convicción en cuanto a si dicen la verdad.  Suárez 

Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, supra, a la pág. 68.  Así, le 

compete al foro apelado la tarea de aquilatar la prueba testifical que 

ofrecen las partes y dirimir su credibilidad.  González Hernández v. 

González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011); Sepúlveda v. 

Depto. de Salud, 145 DPR 560, 573 (1998).  

Sin embargo, la doctrina de deferencia judicial no es de 

carácter absoluto, pues la misma debe ceder ante las posibles 

injusticias que puedan acarrear unas determinaciones de hechos 

que no estén sustentadas por la prueba desfilada ante el foro 

primario.  Pueblo v Irizarry, 156 DPR 780, 797-798 (2002).  Así, como 

foro apelativo, podemos intervenir con la apreciación de la prueba 

oral que haga el Tribunal de Primera Instancia, cuando el foro 

primario actúe con pasión, prejuicio o parcialidad, o incurra en un 

error manifiesto al aquilatarla.  González Hernández v. González 



 
 

 
KLAN201900857 

 

14 

Hernández, supra; Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 

894, 916 (2011); Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 DPR 649, 

664 (2000).  

Además, se podrá intervenir cuando la apreciación de la 

prueba no represente el balance más racional, justiciero y jurídico 

de la totalidad de la prueba y cuando la apreciación de la misma se 

distancia de la realidad fáctica o ésta [es] inherentemente imposible 

o increíble.  González Hernández v. González Hernández, supra, a la 

pág. 777; Pueblo v. Santiago et al., 176 DPR 133, 148 (2009).  Se 

exceptúan de la regla de deferencia las determinaciones de hechos 

que se apoyan exclusivamente en prueba documental o pericial, ya 

que los tribunales apelativos están en idéntica posición que el 

tribunal inferior al examinar ese tipo de prueba.  González 

Hernández v. González Hernández, supra.  

En síntesis, si no percibimos que el Tribunal de Primera 

Instancia haya cometido un error manifiesto en la aplicación del 

derecho, que haya indicios de pasión, prejuicio o parcialidad en la 

apreciación de la prueba, no nos corresponde sustituir su juicio por 

nuestras apreciaciones, basadas en un examen del expediente del 

caso, excepto si luego de realizar un balance racional, justiciero y 

jurídico de la totalidad de la prueba y de los documentos que obran 

en autos, llegamos a unas conclusiones distintas a las del foro 

primario.  González Hernández v. González Hernández, supra, a las 

págs. 776-777.  Por esta razón, nuestra intervención con la 

evaluación de la prueba testifical realizada por el TPI solamente 

procederá en los casos en los que el análisis integral de dicha 

evidencia nos cause una insatisfacción o una intranquilidad de 

conciencia a tal extremo que se estremezca nuestro sentido básico 

de justicia.  Id.  

A tenor con los principios antes enunciados, procedemos a 

atender la controversia que nos ocupa. 
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III. 

Debido a que ambos señalamientos de error esgrimidos en el 

recurso de epígrafe se encuentran íntimamente relacionados, se 

discutirán de forma conjunta. 

En sus señalamientos de error, el apelante aduce que el TPI 

incidió al trasladar, en su contra, el peso de la prueba de discrimen 

y de despido injustificado al amparo de la Ley Núm. 80, supra.  

Aduce que la AMA nunca inició el proceso interactivo para evaluar 

si podía conceder el remedio de acomodo razonable solicitado, el 

cual consistía en permitirle trabajar en otro puesto que no tuviera 

que coordinar movimientos.  Además, argumenta que fue tratado de 

forma desigual en comparación con otros conductores que quedaron 

incapacitados con condiciones de la vista y fueron reasignados a 

otros puestos de trabajo, evidencia que tuvo que presentarse como 

oferta de prueba, pues no fue admitida por tratarse de casos 

disímiles a la situación del apelante.  Así pues, alega que, a tenor 

con la Ley Núm. 44, supra, su despido fue discriminatorio y que le 

asisten los remedios que concede la Ley Núm. 100, supra.  Por 

consiguiente, solicita la suma de $46,653.30, como mesada.  De otra 

parte, arguye que el TPI consideró evidencia no admitida durante el 

juicio y que, sin embargo, no aplicó la presunción de la evidencia 

voluntariamente suprimida.  Como veremos, al apelante no le asiste 

la razón en sus planteamientos. 

Ciertamente, la Ley Núm. 80, supra, busca penalizar y 

desalentar que un patrono, de modo arbitrario, irrazonable y sin 

justa causa, despida a su empleado.  SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 424 (2013); Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. 

del Carmen, 182 DPR 937, 949-950 (2011).  Por ello, su fin 

reparador es proveer al empleado remedios para los daños causados 

por el despido injustificado.  Reyes Sánchez v. Eaton Electrical, 189 

DPR 586, 596 (2013).   
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No obstante, luego de evaluar de forma exhaustiva la totalidad 

del expediente de autos, surge inequívocamente que a la 

controversia ante nuestra consideración no le es de aplicación las 

disposiciones de la Ley Núm. 80, supra.  Es decir, ante los 

planteamientos y remedios solicitados por el apelante ante nos, 

tenemos estrictamente una controversia que consiste en una 

condición que padece un empleado de la AMA y que alega ser 

acreedor de un acomodo razonable para poder continuar en el 

empleo.  Conforme a lo anterior, el caso de autos versa sobre si el 

apelante tenía derecho a un acomodo razonable debido a su 

condición y si tal acomodo fue negado por su patrono al cesantearlo.  

Ante ello, la presente controversia la evaluamos al amparo de la ley 

ADA y la Ley Núm. 44, supra.  Veamos. 

De la prueba admitida durante el juicio en su fondo, surge 

que el apelante, conductor de la AMA por dieciséis (16) años, sufrió 

un accidente cerebrovascular el 14 de junio de 2016, que trascendió 

a pérdida de memoria y de coordinación.16  El Dr. Rubén Santiago 

Lugo estableció afirmativamente que el apelante estaba inhabilitado 

para trabajar como conductor de autobuses, por lo que se debía 

considerar para un cambio de posición.17  Como consecuencia, la 

condición e impedimento que el apelante padece es tanto física, 

como mental y, el permitirle ejercer su función de conductor, 

representaría un riesgo para él y los pasajeros.18   

Como asunto medular, debemos destacar que el apelante 

pudo presentar sus planteamientos ante varios foros.  Entre los 

foros que el apelante presentó su reclamo, fue ante la Comisión de 

Igualdad de Oportunidades de Empleo de los Estados Unidos, la 

cual denegó atender los méritos del reclamo, toda vez que su 

 
16 Véase, Apéndice del recurso de apelación, Exhibit I Estipulado, pág. 87. 
17 Id. 
18 Véase, Apéndice del recurso de apelación, Exhibit II Estipulado, págs. 92-93. 
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alegación no consistía en una discapacidad, según definido por la 

ley ADA.19   

Con relación al planteamiento del apelante sobre que no se 

llevó a cabo el proceso interactivo, de la transcripción de la prueba 

oral vertida en el juicio y estipulada por las partes, surge que al 

apelante se le entregó y completó el cuestionario interactivo; se le 

notificó carta de intención de cesantía; se le notificó su derecho a 

apelar; y el planteamiento del apelante estuvo ante la consideración 

del Comité de Quejas y Agravios de la AMA/TUAMA, con la 

celebración de una vista informal.20  De igual forma, su reclamo se 

presentó ante el Negociado de Conciliación y Arbitraje del 

Departamento del Trabajo, pero la propia TUAMA desistió del caso 

del apelante.21  Conforme a lo antes detallado, no surge violación al 

procedimiento interactivo o a algún otro derecho, del cual al 

apelante no se le notificó o que este no haya ejercido.  

De otra parte, durante el contrainterrogatorio realizado a la 

Sra. Joseline Izquierdo Valle, en todo momento, la testigo recalcó 

que el acomodo razonable consiste en si el patrono puede otorgar al 

empleado dicho acomodo para realizar las funciones esenciales de 

su puesto, a pesar de la incapacidad.22  

A tenor con la definición que provee el Artículo 1 de la Ley 

Núm. 44, supra, se desprende, que el acomodo razonable es ese 

ajuste razonable que permite a una persona, cualificada para el 

trabajo, desempeñarlo aun con limitaciones físicas, mentales o 

sensoriales.  Así también, tal acomodo razonable no puede 

representar un esfuerzo extremadamente oneroso para el patrono.  

Meramente este acomodo facilita que la persona con la limitación 

pueda realizar el trabajo esencial para el cual fue contratado.  

 
19 Apéndice del recurso de apelación, Exhibit VI Estipulado, pág. 100. 
20 Transcripción del Contrainterrogatorio de la Sra. Joseline Izquierdo Valle, págs. 

3, 10, 30. 
21 Id., a la pág. 25. 
22 Id., a las págs. 5-6. 
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Recordemos que la ley local atemperó sus disposiciones con la ley 

ADA.  Este estatuto federal, de igual forma, define el concepto de 

“qualified individual” como: 

The term “qualified individual” means an individual 

who, with or without reasonable accommodation, can 
perform the essential functions of the employment 
position that such individual holds or desires.  For the 

purposes of this subchapter, consideration shall be 
given to the employer’s judgment as to what functions 

of a job are essential, and if an employer has prepared 
a written description before advertising or interviewing 
applicants for the job, this description shall be 

considered evidence of the essential functions of the job. 
42 USC §12111(8). 

En los argumentos esbozados en el recurso que nos ocupa, el 

apelante plantea esencialmente que, como acomodo razonable, se le 

debía cambiar de puesto de trabajo.  Sin embargo, esto no es lo que 

le exige al patrono ni la ley ADA, ni la Ley Núm. 44, supra, pues la 

persona cualificada con limitaciones físicas, mentales o sensoriales 

es aquella que, con o sin acomodo razonable, está capacitada para 

desempeñar las tareas esenciales de una ocupación en el empleo.  

Véase, Art. 1 de la Núm. 44, supra.  Debido a su condición, el 

apelante está impedido de realizar el trabajo esencial para el cual 

fue contratado, el cual consiste en conducir autobuses.  La 

condición que padece el apelante le inhabilitó para laborar en el 

puesto para el cual fue contratado por la AMA.  Con o sin el acomodo 

razonable que le pudiera proveer la apelada, el apelante, por su 

condición, ya no puede ejercer la función de conductor de autobús 

de la AMA.  En consecuencia, no vemos violación a algún acomodo 

razonable que la AMA estaba obligada a brindarle al apelante.  De 

igual forma, al amparo de la citada legislación, no podemos concluir 

que al apelante se le cesanteó por discrimen en su contra. 

Cabe destacar que, aun considerando la prueba que el foro 

primario no admitió, la cual fue ofrecida al amparo de la Regla 104 

(b) de las Reglas de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R.104, de la misma 

surge el caso de otro empleado de la AMA, el cual es muy distinto al 
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del apelante, pues este estuvo representado por la TUAMA hasta 

culminar en una estipulación con la apelada.23  Tan es así que, en 

el caso del apelante, la propia TUAMA desistió del pleito ante el 

Negociado de Conciliación y Arbitraje del Departamento del Trabajo 

y, a su vez, la AMA le ofreció acogerse a una anualidad, pero el 

apelante la rechazó.24    

Luego de analizar el expediente de autos en su totalidad, no 

podemos concluir que el apelante fue cesanteado debido a discrimen 

en su contra o que la AMA, como acomodo razonable, tenía la 

obligación de trasladarlo a otro puesto de trabajo.  Aunque la AMA 

le concediera al apelante un acomodo razonable debido a su 

condición, este no puede realizar el trabajo de conducir autobuses, 

pues representa un riesgo para los pasajeros y para su persona.  Por 

ende, la AMA no actuó de forma discriminatoria al cesantear al 

apelante y actuó conforme le exige la legislación aplicable. 

De conformidad con lo anterior, coincidimos con el TPI en 

cuanto a que el apelante no cualifica bajo la definición de persona 

con limitaciones físicas, mentales o sensoriales cualificadas bajo la 

Ley Núm. 44, supra y la ley ADA.25  En fin, “[a]l no poder realizar 

tales funciones, no cumple con los requisitos para ser acreedor de 

un acomodo razonable.”26  

En resumen, en el presente caso, se probó que el apelante 

sufrió una condición cerebrovascular, la cual le impide realizar la 

función de conductor de la AMA.  Al solicitar un acomodo razonable, 

la AMA estaba obligada a evaluar la situación al amparo de la ley 

ADA y la Ley Núm. 44, supra.  Debido a que, aun concediéndole un 

acomodo razonable, el apelante está impedido de ejercer la tarea 

esencial de conducir autobuses, según lo certificó su médico, la AMA 

 
23 Id., a la pág. 22. 
24 Id., a las págs. 24-25. 
25 Véase, Apéndice del recurso de apelación, Sentencia, pág. 84. 
26 Id., a las págs. 84-85. 
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no discriminó en su contra, ni violentó la legislación aplicable al 

cesantearlo.   

En atención a lo antes expuesto, la apelante no logró 

demostrar que, como acomodo razonable, la AMA estaba obligada a 

cambiarlo de puesto en el empleo.  Tampoco logró demostrar que 

fue discriminado en su ambiente laboral y que no se le otorgó su 

derecho a un debido proceso de ley.  Por otra parte, la situación del 

apelante es sumamente distinguible a la de otros empleados de la 

AMA.  Ante la ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o error 

manifiesto por parte del TPI, no intervendremos con la apreciación 

de la prueba desfilada en juicio.  A tenor con los fundamentos 

previamente consignados y de acuerdo a las normas de deferencia 

judicial aplicables, no encontramos base jurídica racional para 

arribar a un resultado distinto al que llegó el foro apelado.  Por lo 

tanto, confirmamos el dictamen apelado.  

IV. 

Por los fundamentos antes expresados, se confirma la 

Sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
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